
Ahn/ 1992 

MON GRAFIA 

El Catastro FERNANDO ARAGÓN 
IGNACIO DURÁN 

en la República Dominicana: . / normativa, organos 
y funcionamiento 

R
esulta realmente sorprendente 
descubrir cómo la propia esencia 
del Catastro y sus valores son reco­

nocidos de manera unánime en épocas 
y países tan distintos y distantes como 
pueden llegar a serlo la España actual y 
la República Dominicana en el año 
1968. Como muestra, no podemos de­
jar de transcribir dos de los conside­
randos de la vigente Ley sobre el Catas­
tro Nacional de 1968, previos al articu­
lado, en forma similar a nuestras 
Exposiciones de Motivos: 

«Considerando que para el desarro­
llo y progreso de país, es absolutamen­
te necesario que el Estado cuente con 
un Catastro bien organizado de los bie­
nes inmuebles, que permita en forma 
rápida la obtención de datos económi­
cos, descriptivos y estadísticos relativos 
a los mismos; 

Considerando que la Dirección Ge­
neral del Catastro Nacional tiene funcio­
nes como Oficina auxiliar para la recau­
dación en materia impositiva a cargo de 
otros departamentos gubernamentales, 
las cuales se basan en las tasaciones de 
bienes inmobiliarios.» 

En otras palabras, el reconocimiento 
permanente de los catastros inmobilia­
rios como elemento dinamizador del 
desarrollo de un país y como órgano ca­
paz de definir valores fiscales de la pro-

piedad inmobiliaria sobre los que cons­
truir un justo sistema fiscal. 

La Ley núm. 31 7 sobre Catastro Na­
cional de 19 de junio de 1986 consta de 
ocho capítulos, en los que merece la pe­
na detenerse brevemente: 

El Capítulo l contiene una serie de 
manifestaciones generales sobre la fun­
ción y cometidos de un Catastro públi­
co, así como la definición del órgano 
competente para su gestión y sus rela­
ciones con otros organismos. De espe­
cial importancia es el artículo primero, 
que en un solo mandato aporta los da­
tos definitivos sobre contenido del Ca­
tastro, naturaleza del mismo y órgano 
competente: 

«Artículo 1: La presente Ley se deter­
minará Ley sobre el Catastro Nacional, 
y tendrá por objeto la formación y con­
servación del Catastro y de todos y ca­
da uno de los bienes inmobiliarios del 
país en sus aspectos: gráfico, estadísti­
co, económico y descriptivo, en el cual 
se harán constar la identidad de su pro­
pietario o propietarios, su designación 
catastral si la tiene, su ubicación, sus co­
lindancias, las dimensiones del inmue­
ble, su valor actualizado y cualesquiera 
otros datos útiles para la mejor identifi­
cación de los mismos. Estas operacio­
nes se declararán de interés público. 

Estas fu nciones estarán a cargo de 

una Oficina que se denomina Dirección 
General del Catastro Nacional, bajo la 
Dependencia de la Secretaría de Estado 
de Finanzas, y de los demás organismos 
mencionados en la presente Ley.» 

La anterior disposición es suficiente­
mente clara en sí misma, por lo que no 
precisa mayor comentario. Unicamente 
señalar que el artículo 4. 0 prevé un siste­
ma de coordinación con diversos orga­
nismos y expresamente con las Oficinas 
Técnicas Municipales de Planeamiento 
Urbano, coordinación actualmente ine­
xistente. 

El Capítulo Il, que se desarrolla entre 
los artículos 5 al 22, recoge toda una se­
rie de disposiciones, más propias de 
norma de rango reglamentario, sobre la 
materialización del deber general de de­
claración ante la Dirección General del 
Catastro Nacional. Esta declaración 
abarca tanto a nuevos adquirentes, que 
deberán presentarla en el plazo de tres 
meses, o cuando se modifique la estruc­
tura material de la propiedad, en plazo 
de 30 días desde que se efectúe la modi­
ficación, como a los dueños de mejoras 
(construcciones) sobre solares ajenos. 

El Capítulo llT es de importancia en 
cuanto al tema que se trata y se dedica 
íntegramente al avalúo inmobiliario, es 
decir, al proceso de asignación devalo­
res catastrales. 
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La valoración se inicia con una de­
claración del propietario o su represen­
tante, que es revisada por la Dirección 
General del Catastro Nacional, a partir 
de los precios de costos unitarios del 
mercado, así como los procedimientos 
de «aplicación universales» sobre la 
materia, si bien no se detalla en qué 
consisten estos procedimientos univer­
sales. 

Lo que sí se detallan son los elemen­
tos que se tienen en cuenta en el mo­
mento de la valoración. Así, para catas­
tros urbanos, se tendrán en cuenta la si­
mación, servicios públicos existentes, 
forma de la parcela o ediricación y esta­
do de conservación, mientras que para 
la tasación de inmuebles rústicos se ob­
servarán los accesos, distancia a núcleo 
de población más ce rcano, existencia 
de sistemas de riego o suministro de 
energía eléctrica y el tipo geológico del 
suelo. Para ambos se considerarán los 
precios de venta y alquiler. 

Todos estos elementos mencionados 
pueden ser utilizados también como 
factores reductores del valor, sin que se 
precise en la norma cuándo y en qué 
porcentaje se aplican unos y otros. 

La valoración que asigne la Dirección 
General del Catastro Nacional podrá ser 
recurrida ante la Comisión de Avalúo 
que en el caso del Distrito Nacional está 
compuesta únicamente por tres repre­
sentantes de la Administración Estatal. 
No obstante su validez sólo se manten­
drá durante 5 años para los bienes ur­
banos y 1 O para los rurales, fechas éstas 
en las que se procederá a la nueva valo­
ración masiva, repitiendo el procedi­
miento ames descrito. No obstante lo 
anterior, se establecen dos procedi­
mientos excepcionales de acruación dis­
tintos que permiten acortar los plazos 
antes mencionados. El primero de ellos 
se recoge en el artículo 40 y permite a 
cualquier propietario solicitar una nue­
va valoración cuando el valor existente 
resulta desfasado en exceso o en def ec­
to. En este caso el procedimiento es 
idéntico al anterior, iniciándose siempre 
a instancias del administrado. 

En el segundo procedimiento la ini­
ciativa corresponde a la Administra­
ción, que podrá ordenar la retasación 
de todas las propiedades del país o de 
una región del mismo. Al no describir­
se el proceso, entendemos que se trata­
ría de un proceso similar al descrito en 
el artículo 72 de la vigente Ley 39/ 88 de 
28 de diciembre, reguladora de las Ha­
ciendas Locales, cuando se prevé la ac­
rualización de valores mediante la apli­
cación de coeficientes que se recogerán 
en las Leyes de Presupuestos Generales 
del Estado. 

El Capítulo fV es muy breve, constan­
do sólo de tres artículos cerrados en el 
deber de información de los datos con­
tenidos en el Catastro, datos que se su­
ministrarán a los organismos públicos, 
sin distinción de si este deber se extien­
de a los Ayuntamientos y a los propie­
tarios y sus representantes. 

El Capítulo V se centra en la descrip­
ción del ámbito catastral, que se equi­
para a los términos municipales, y, es­
pecialmente, en las relaciones con los 
municipios. Así, resulta especialmente 
significativo el último párrafo del artí­
culo 45, que por su interés transcribi­
mos literalmente: 

«Se reconoce de interés municipal la 
organización y actualización del inven­
tario físico de las ciudades para fines de 
la planificación y racionalización de su 
desarrollo en sus aspectos físicos y eco­
nómicos y, por tamo, la Dirección Ge­
neral del Catastro Nacional coordinará 
con las oficinas técnicas de Planeamien­
to Urbano en los municipios en que es­
tén instaladas, la realización del Catas­
tro Urbano o Municipal que éstas reali­
cen.» 

En otras palabras, las necesidades de 
base de datos catastrales por parte de 
los municipios parecen ser atendidas 
con la creación de sus propios catastros 
municipales, coordinados con la Direc­
ción General del Catastro Nacional. Sin 
embargo, la realidad demuestra que nos 
encontramos más con inventarios de 
los bienes inmuebles de tirularidad mu­
nicipal que con auténticos catastros de 
la riqueza local en general. 

Por último, se establece la recíproca 
obligación de información entre órga­
nos centrales y locales, obligación que 
se concreta en la notificación de las al­
teraciones de los límites urbanos den­
tro de cada municipio, por parte de los 
Ayuntamientos. 

El Capítulo VI recoge una serie de 
disposiciones, algunas de ellas contun­
dentes al menos de forma teórica, para 
garantizar la actualización y validez del 
Catastro Nacional. Para ello se estable­
cen las siguientes obligaciones y limita­
ciones: 

• Registradores de títulos y conser­
vadores de hipotecas remitirán informe 
en la primera quincena de cada mes re­
cogiendo emplazamientos, propietarios 
y valor relativos a los actos jurídicos en 
que hayan intervenido (art. 49). 

• Los institutos u oficinas cartográ­
ficas oficiales remitirán planos genera­
les y parciales que contribuyan al levan­
tamiento y actualización del Catastro 
Nacional (art. 50). 

• La Dirección General de Mensura 
Catastral suministrará copias de planos 
parcelarios, manzanas y solares debida­
mente aprobados (art. 51). 

• La Dirección General de Planea­
miento Urbano del Distrito Nacional y 



la Oficina Técnica de Planeamiento Ur­
bano de la Liga Municipal Dominicana 
(organismo de carácter estatal que asu­
me determinadas competencias muni­
cipales cuando los municipios carecen 
de medios para ejercerlas por sí mis­
mos) suministrarán copias de los pla­
nos de urbanización particulares (art. 
53). 

• La Dirección General de Edifica­
ciones de la Secretaría de Estado de 
Obras Públicas y Comunicaciones no 
podrá auto rizar ninguna obra nueva, 
sin la acreditación de haber efectuado la 
preceptiva declaración de la finca ante 
la Dirección General del Catastro, salvo 
autorización expresa (art. 54 ). 

• Los tribunales no darán cabida a 
acción legal alguna que afecte a bienes 
inmuebles si no se presenta, junto a los 
documentos sobre los cuales se basa la 
demanda, el recibo de haber presenta­
do la oportuna declaración ante la Di­
rección General del Catastro (art. 55). 

Merece la pena guardar en la memo­
ria dos de los organismos antes men­
cionados: el Registrador de Títulos y la 
Dirección General de Mensura Catas­
tral, por su importancia dentro del es­
quema de la organización del Catastro 
en la República Dominicana, tal y como 
se describirá más adelante. 

El Capítulo VII establece unos princi­
pios generales de funcionamiento y or­
ganización territorial. Así, establece las 
Delegaciones Regionales sin especificar 
cuántas o dónde deben estar ubicadas, 
dejando esta decisión al poder ejecuti­
vo. Ahora bien, establece como condi­
ción que se situarán «en los municipios 
que tengan organizadas oficinas para el 
levantamiento y actualización del Ca­
tastro de su jurisdicción para los pro­
pósitos que le son propios, de acuerdo 
con la Ley Orgánica de municipios», 
completándose el mandato con la obli­
gación de coordinación y emisión de 
documentación a la Dirección General 
del Catastro Nacional. 

En este mismo capítulo se detalla la 
función de las principales figuras que 
desempeñan labores catastrales: dele-

gados, tasadores y revisores. El prime­
ro es el representante de la Dirección 
General en las demarcaciones antes es­
tudiadas, el tasador asume las funcio­
nes de avalúo o valoración, y el revisor 
coteja y analiza los datos contenidos en 
las declaraciones de los particulares y 
coteja las tasaciones. 

Por último, el Capítulo VIII recoge 
una serie de sanciones por incumpli­
miento, y establece la autorización al 
poder ejecutivo de dictar los reglamen­
tos que se consideren necesarios para el 
desarrollo de esta Ley. En este sentido se 
ha de manifestar que existen varias nor­
mas de rango reglamentario de las que 
se ha tenido noticia, presentadas al eje­
cutivo para su aprobación, sin que has­
ta la fecha se haya producido ésta. 

No obstante, de este capítulo merece 
la pena recoger por su importancia el 
contenido íntegro del artículo 69: 

«la inscripción de un inmueble en el 
Catastro Nacional no establece ninguna 
prueba del derecho de propiedad.» 

Se establece por tanto un sistema si­
milar al español en el que se reserva es­
ta facultad acreditativa de la propiedad 
a otras instituciones dependientes de la 
Secretaría de justicia y que son el Tribu­
nal de Tierras, el Registrador de Títulos 
y la Dirección General de Mensu ra Ca­
tastral. 

Existe, en resumen, una teórica divi­
sión de competencias catastrales que 
afectaría por un lado a la Secretaría de 
Estado de Finanzas que actúa a través 
de la Dirección General d el Catastro 
Nacional y la Secretaría de Estado de 
justicia que actúa a través de la Direc­
ción General de Mensura Catastral, to­
do ello sin introducir por el momento la 
figura de los catastros municipales an­
tes mencionados. 

La realidad demuestra que dicho te­
órico reparto de competencias no exis­
te, produciéndose una práctica absor­
ción de las competencias de unos órga­
nos por otros. No obstante, antes de 
obte ner las oportunas conclusiones, 
merece la pena estudiar la segunda nor­
ma de trascendencia en este tema: la 

Ley del Registro de Tierras de 7 de no­
viembre de 1947. 

la Ley de Registro de Tierras de 7 
de n oviembre de 194 7 

Esta Ley, tiene su origen en otra del 
año 1920 en pleno período de domina­
ción norteamericana, período que se 
desarrolló entre 1916 y 1924, fecha en 
que el denominado «Plan Hughes-Pey­
nado» devuelve la soberanía a la nación. 

Su intención principal consistía en 
establecer los medios técnicos y jurídi­
cos necesarios para clarificar la situa­
ción dominical sobre la propiedad in­
mobiliaria, muy confusa en el momen­
to de la ocupación norteamericana, 
deseosa de garantizar la titularidad de 
gran número de tierras adquiridas por 
empresas de esa nacionalidad, y dedi­
cadas íundamentalmente a explotacio­
nes agrícolas y de transformación. La 
confusión de títulos de propiedad era 
tan elevada que se hizo necesario «em­
pezar de cero», re iniciando todo un 
proceso de acreditación de titularida­
des, superficies y demás datos inmobi­
liarios, proceso que siguió el denomi­
nado «Sistema Torrens» el cual, por su 
interés, merecerá un apartado concreto 
en estas páginas. 

En este momento interesa más la 
descripción concreta de los órganos in­
volucrados en el proceso catastral y que 
en este caso son dos: la Dirección Ge­
neral de Mensura Catastral y el Regis­
trador de Títulos, ambos incluidos den­
tro de la organización del Tribunal de 
Tierras, auténtico tribunal jurisdiccio­
nal, que a su vez depende de la Secreta­
ría de Estado dejusticia. 

En esencia se puede decir que a tra­
vés de la Ley del Registro de Tierras se 
había conseguido en la República Do­
min icana algo perseguido en la actuali­
dad en nuestro país, como es la unifica­
ción de actuaciones realizadas por Re­
gistros de la Propiedad y Catastro . 
Ambos ó rganos, a l actuar conjunta­
mente dentro del esquema del Tribunal 
de Tierras, garantizan una coherencia 
permanente entre ambas bases de da-
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tos, que actúan siempre de manera co­
ordinada. La Dirección General de 
Mensura Catastral, de esta forma, queda 
configurada como una oficina de carác­
ter fundamentalmente técnico cuya mi­
sión es la de realizar todos aquellos es­
tudios y mediciones previas que permi­
tan localizar y definir de una manera 
clara la finca sobre la cual se pretende 
acreditar un derecho de propiedad, es­
tudios y mediciones que se incorporan 
en un auténtico Catastro Parcelario que 
custodia y conserva esta oficina. Por su 
parte, el Registrador de Títulos entrará 
al final del proceso inscribiendo el títu­
lo de propiedad sobre esa finca concre­
ta y no otra, asumiendo como válidas 
las mediciones, cabidas y linderos 
aportados por la Dirección General de 
Mensura Catastral. De esta manera se 
logra una coincidencia plena entre la 
realidad física y la jurídica. 

Todo este proceso es en esencia lo 
que la doctrina dominicana denomina 
«Sistema Torrens», el cual por su cuida­
da elaboración teórica es digno de un 
especial interés. 

El Sistema Torrens: la coordinación 
plena de actuaciones entre Registros 
de la Propiedad y Catas tro 

La normativa sobre regulación de la 
propiedad inmobiliaria en la República 
Dominicana es tan antigua como la pro­
pia presencia española en la misma. 
Parte de la Bula lnter Caetera del 3 de 
mayo de 1493, promulgada por el Papa 
Alejandro VI, Llega hasta nuestros días a 
través de la Ley del Registro de Tierras 
de 7 de noviembre de 194 7. Entretanto 
se suceden multitud de normas de todo 
signo y origen, tales como la Ley de Am­
paro Real de 20 de noviembre de 1578, 
la Ley sobre Composición de Tierras de 
17 de mayo de 1631, y muchas otras. 

En esencia, la propiedad inmobilia­
ria en la isla, como en el resto del conti­
nente durante la época colonial, podía 
adoptar alguna de estas cuatro formas: 

• Propiedad Realenga , o terrenos 
que permanecía dentro del patrimonio 
de los distintos reyes en función del 

mandato de la Bula Caetera, que asigna­
ba a los mismos todos aquellos nuevos 
territorios que se incorporaban a la Co­
rona tras cada exploración o descubri­
miento. 

• Propiedad particular de los colo­
nos, obtenida bien como fruto de una 
capitulación real, entendida como con­
trato previo en virtud del cual se patro­
cinaba, por decirlo en términos actua­
les, las distintas expediciones de explo­
ración de nuevos territorios, o bien, en 
una segunda época, como obsequio real 
o encomienda para premiar determina­
dos servicios prestados en el Ejército o 
la Administración. 

• Propiedad eclesiástica, obtenida 
también por donaciones reales a las dis­
tintas órdenes religiosas, y que en la Re­
pública Dominicana llegó a ser muy 
considerable. 

• Propiedades de la comunidad in­
dígena, protegidas por la Corona para 
garantizar el asentamiento y subsisten­
cia de determinadas comunidades indí­
genas. 

A partir de todas estas formas de 
propiedad se fue generando una diná­
mica extraordinariamente activa en lo 
que a transmisiones de tierras se refie­
re, transmisiones que no siempre esta­
ban comprendidas dentro de lícitos ne­
gocios jurídicos; así, es frecuente la 
ocupación indiscriminada de los terre­
nos de la comunidad indígena, a pesar 
de las normas protectoras en contrario, 
o las ocupaciones de fincas abandona­
das por sus propietarios, muchas veces 
residentes en la metrópoli. Esta dinámi­
ca no se frenó con la independencia del 
país, y llegó a un grado tal de desarrollo 
que a principios del presente siglo, el 
fraude y la confusión sobre la propie­
dad inmobiliaria «impedía el fomento 
de la riqueza» y «daba lugar a desórde­
nes y alteraciones de la paz», según se 
ha hecho referencia en la exposición de 
motivos de la Ley de Registro de Tierras 
de 1920, antecesora de la actual de 
194 7. Hasta el punto que, como señala 
el profesor dominicano Manuel Ramón 
Tejada en su obra «Estudio de la Pro-

piedad Inmobiliaria en la República Do­
minicana», al comprar un terreno no se 
sabía si se comprobaba un pedazo de 
tierra o un proceso. 

Así las cosas, y con el fin de proteger 
sus propios intereses, se desarrolla du­
rante la etapa de control norteamerica­
no (1916-1924) un esfuerzo tendente a 
determinar un sistema eficaz de clarifi­
cación de la propiedad inmobiliaria y 
control de la misma. Para ello se intro­
duce, mediante la Ley de 1920, el Siste­
ma Torrens. 

En esencia, las características princi­
pales de éste u otro sistema debían de 
hacerlo apto para resolver las siguientes 
situaciones: 

Ausencia histórica de un sistema re­
gistra! eficaz ; confusión e inseguridad ju­
rídica generalizada y existencia de un trá­
fico de transm isión de inmuebles muy 
vivo y económicamente importante. 

El origen del sistema no podía en tal 
situación ser más adecuado: parte de 
los trabajos de Sir Roben Torrens en 
Australia del Sur, en los que la situación 
era muy similar a la existente en la Re­
pública Dominicana, es decir, antigua 
colonia sin tradición registra! propia, 
usando inadecuadamente procedi­
mientos heredados de la etapa colonial 
y partiendo de un esquema de variados 
agentes (indígenas, colonos nuevos, 
propietarios metropolitanos, etc.) simi­
lar al existente en la república caribeña, 
como ya se ha descrito. 

Este sistema llega a la isla a través de 
Gran Bretaña de la mano de los gober­
nantes en esa etapa y se implanta no sin 
cierto trauma, dado que la esencia fun­
damental del mismo consiste, en pocas 
palabras, en partir de cero. Es decir, en 
no dar excesivo crédito a títulos y situa­
ciones jurídicas anteriores , para las 
cuales se mantiene la figura del Conser­
vador de Hipotecas, en situación de ex­
tinción, y exigir una nueva manifesta­
ción clara y definitiva para obtener el 
reconocimiento público de la propie­
dad. 

Otra de las caracte rísticas principa­
les es la de que el sistema incorpora 



dentro de sí una manifestación judicial 
expresa, con lo que se lograba que el 
proceso de registro de tierras no se vie­
ra afectado por posteriores reclamacio­
nes ante órganos jurisdiccionales que 
hicieran ineficaz su función. En resu­
men, todo derecho real reconocido me­
diante el Sistema Torrens implica una 
manifestación expresa de un tribunal 
de justicia al efecto, previa a la inscrip­
ción del mismo. 

Los órganos que actúan, todos ellos 
dentro del Tribunal de Tierras y el pro­
cedimiento seguido en un expediente 
tipo, sin incidencias ni especiales com­
plicaciones, son los siguientes: 

• La Dirección General de Mensura 
Catastral, antes citada, que cuenta con 
el personal técnico adecuado, especial­
mente agrimensores custodia un Catas­
tro Parcelario mediante in fo rmación 
gráfica y de titulares «saneados y no sa­
neados» . Su misión principal es la de 
apoyo al Tribunal jurisdiccional com­
petente, p reparando y definiendo de 
manera exacta la finca que ha de ser ob­
jeto de estudio por el mismo. 

• La Oficina del Abogado del Esta­
do, funcionario que representa a éste en 
todos los procesos señalando previa­
mente cuando hay un interés público 
en los mismos que puede verse afecta­
do y defendiendo este interés en el caso 
de existir. Su misión llegaría aún más 
allá, ejerciendo de fiscal en materia pe­
nal, cuando el tribunal de tierras ejerce 
este cometido al aparecer el del ito vin­
culado a la titularidad de inmuebles. 

• jueces de jurisdicción original o 
primaria dentro del Tribunal de Tierras, 
encargados de conocer en primer grado 
el proceso de saneamiento. 

• Un Tribunal Superior, que revisa 
las apelaciones a las sentencias emana­
das de los anteriores. 

• Una Secretaría General, con todos 
los empleados necesarios bajo su de­
pendencia, que asume la fo rmación de 
los expedientes y recibe las documenta­
ciones y pruebas alegadas por las par­
tes. 

• Y, por último, los Registradores de 

Títulos, encargados de registrar los de­
rechos una vez saneados por el Tribu­
nal, y expedir a las partes el Certificado 
de Titulo, por medio del cual acreditan 
de manera irrevocable el derecho regis­
trado a su favor. 

Por otro lado no se debe olvidar una 
de las caracte rísticas fundamentales 
que aporta el Sistema Torrens y que la 
Ley de Registro de Tierras Dominicana 
recoge en el importante artículo 270: se 
parte de considerar al Estado como 
propietario originario de todas las tie­
rras del país, por lo que en consecuen­
cia, en la depuración del derecho de 
propiedad inmobiliaria es frente al Es­
tado donde hay que probar que se es 
dueño de una determinada finca y de 
sus construcciones, en su caso. En ese 
orden de ideas, es claro que la Ley de 
Registro de Tierras es una Ley de proce­
dimiento, con carácter «erga omnes» y 
que la sentencia que dicta el Tribunal de 
Tierras afecta directamente a dichos te­
rrenos, estableciendo posteriormente el 
derecho de propiedad, del cual queda 
investido quien es considerado como 
dueño, según el propio contenido del 
artículo 7. 

Se consigue con ello lo que la men­
cionada Ley define como un título «sa­
neado», en clara referencia a los títulos 
existentes con anterioridad a la implan­
tación del sistema, cuya vigencia y vali­
dez quedará cuestionada, y para los que 
se mantiene la figura del «Conservador 
de Hipotecas». Esta dualidad de sistemas 
merece un breve comentario aparte. 

las Conservadurías de Hipotecas 
La Ley de Registro de Tierras no defi­

ne cuál es la función exacta de los Con­
servadores de Hipotecas, limitándose el 
artículo 166 a señalar escuetamente que 
«los Conservadores de Hipotecas conti­
nuarán ejerciendo las atribuciones en 
todo lo relativo a los inmuebles no re­
gistrados» , es decir, los no saneados. 

En esencia, los Conservadores de Hi­
potecas son una institución anterior a la 
implantación del Sistema Torrens cuya 
misión, como su nombre indica, es cus-

todiar y mantener unos Libros-Registro 
en los que se anotaban los distintos de­
rechos y títulos existentes, así como co­
pias de los mismos en algunos casos. Su 
ineficacia fue tal que generó la implan­
tación de un s istema totalmente ajeno, 
como es el Torrens. 

En la situación actual estas Conser­
vadurías quedan en una situación tran­
sitoria, que se suponía más breve en un 
comienzo, con dos únicas misiones: 

Mantener sus funciones sobre dere­
chos y títulos «no saneados» y aportar 
al Tribunal de Tierras cuando éste lo re­
quiera, ce rtificado acreditativo de los 
derechos y útulos existentes sobre un 
determinado inmueble que va a ser «sa­
neado» a través del correspondiente 
proceso ante dicho Tribunal. Esta prue­
ba, que se aporta en una fase previa, es 
importante habida cuenta la capacidad 
del Tribunal para adjudicar los terrenos 
y el correspondiente título incluso a al­
guien que no ha participado en el pro­
ceso, pero que a juicio del ó rgano juris­
diccional merece tal adjud icación. 

La doctrina dominicana (Ruiz Tejada 
op. cit.) ha venido reclamando la desa­
parición de este sistema mediante el 
pleno desarrollo de las fórmulas de sa­
neamiento del Sistema Torrens, y que 
las Conservadurías de Hipotecas sean 
sustituidas por una Oficina de Registro 
de Títulos, dependiente del Tribunal de 
Tierras. La realidad, no obstante, es más 
lenta. Al seguir existiendo una parte im­
portante de los inmuebles del país sin 
haber s ido saneados, se ha de mantener 
para ellos el sistema de las Conservadu­
rías de Hipotecas. 

la normativa de Bienes Nacionales 
Una de las características que más 

llama la atención en el esquema actual 
de la propiedad inmobiliaria en la Re­
pública Dominicana es la existencia de 
una cantidad muy importante de suelo 
de titularidad pública (municipal o es­
tatal) y sobre el que se ha institucionali­
zado la ocupación ilegal por personas, 
con capacidad económica variada, que 
construyen sus viviendas sobre el mis-
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mo y que posteriormente, en virtud de 
procedimientos recogidos por la propia 
normativa o la mera costumbre, acaban 
accediendo a la propiedad de la misma. 

En este sentido la Ley 39, de 25 de 
octubre de 1966 es suficientemente cla­
ra en los considerandos de su Exposi­
ción de Motivos, cuando señala: 

«Considerando: que dentro del vas­
to plan de mejoramiento social que se 
ha propuesto realizar el Gobierno, figu­
ra su interés en propiciar medidas que 
tiendan a convertir en propietarios a los 
que ocupen solares del Estado con vi­
viendas terminadas o en proceso de 
construcción; 

Considerando: que en ese orden de 
ideas conviene tener en cuenta la sirua­
ción creada con la ocupación de esos 
sola res, en proporciones alarmantes, 
sobre todo por personas de escasos re­
cursos económicos, en su afán justifica­
do de procurar albergue a sus familias.» 

Ya dentro del articulado, se desarro­
lla el procedimiento por el cual se ma­
terializan estas intenciones, estable­
ciéndose dos regímenes d istintos: uno 
de donación, cuando se trata de perso­
nas de escasos recursos, y otro de ven­
ta cuando existe poder adquisitivo para 
ello. En este caso, corresponde el fijar el 
valor de venta de dichos terrenos a la ya 
estudiada Dirección General del Catas­
tro Nacional. 

Una característica que aparece fre­
cuentemente en la normativa sobre pa­
trimonio estatal es la referencia a un Ca­
tastro de Bienes Nacionales que recoge­
ría la relación d e inmuebles de 
titularidad pública estatal. Esta termi­
nología genera cierta confusión por in­
suficiente, al confundir un inventa rio 
de bienes inmuebles con lo que debe 
ser un Catastro científicamente consi­
derado. Esta confusión o uso inadecua­
do del término catastro se repite en va­
rias esferas, existiend o Catastros de 
Bienes Nacionales, de Bienes Patrimo­
niales, de la Oficina de Acueductos, etc. 

Desde la s ituació n anteriorme nte 
descrita, la función de la Dirección Ge­
neral de Bienes Nacionales es clara: la 

administración y control de los bienes 
de titularidad pública tamo de dominio 
público como patrimoniales. Esta mi­
sión le viene encomendada por la Ley 
de 8 de noviembre de l 948 y su Regla­
mento de 9 de noviembre de 1949 fun­
damentalmente, existiendo con poste­
rioridad a estas normas un número 
abundante de dtsposiciones con distin­
to rango legal que vienen a definir di­
versas situaciones que afectan al patri­
monio público estatal. 

Descripción del 
procedimiento catastral y 
1nedios reales de los 
distintos organis111os 

A pesar del teórico reparto de com­
petencias derivado de la legislación an­
tes expuesta, la realidad impone siste­
mas de trabajo y capacidades muy dif e­
renciadas tal y como se expone a 
continuación al analtzar la situación re­
al en la que se encuentra los distintos 
organismos vinculados a la función ca­
tastral de una u otra fo rma. 

Dirección Gen eral del Catastro 
Nacional 

Las intenciones contenidas en la pro­
pia Ley del Catastro Nacional de 19 de 
junio de 1968, atribuyendo en su artí­
culo l a este centro directivo la forma­
ción y conservación del Catastro «de to­
dos y cada uno de los bienes inmobilia­
rios d el país», so n suficientemente 
claras. No obstante, a veces se produ­
cen s ituaciones de concurrencia com­
petencia! que, sin duda, producen cier­
tas disfunciones. 

En su poder no cuentan con los da­
tos descriptivos, económicos y estadís­
ticos imprescindibles para la consecu­
ción de un Catastro eficaz. Su propio 
funcionamiento, vinculado a la Secreta­
ría de Estado de Finanzas, le aleja del 
punto donde se produce el mayor inte­
rés, que no es otro que el tema de las ti­
tularidades jurídicas que se encuentra 
en poder de la Dirección General de 

Mensura Catastral, en tanto que es par­
te del Tribunal de Tierras. Dependen 
únicamente de las declaraciones de da­
tos d e particulares, generalmente vin­
culadas a ocupaciones ilegales que no 
les permite acceder a las declaraciones 
formales de propiedad a través del Sis­
tema Torrens. 

Respecto a la base de datos disponi­
ble, carece de entidad suficiente como 
para acreditar la existencia de un Ca­
tastro, en el sentido real del término. 
Las pretensiones son correctas, en 
cuanto al tipo de datos que deberían de 
existir de completarse en su totalidad 
la ficha ames analizada, y de proceder­
se a la comprobación de dicha declara­
ción. 

En cuanto al número de declaracio­
nes efectuadas, existen actualmente al­
rededor de 140.000 expedientes archi­
vados. La gestión diaria supone la en­
trada de unos 50-60 expedientes de 
actuaciones ilegales y de 30-40 legales, 
aproximadamente. En la declaración se 
presentan separados los datos del sue­
lo, los datos y o rigen de la propiedad y 
los referentes a la construcción, de­
biendo manifestarse exp resamente si 
el declarante es propietario del suel o 
ocupado. Igualmente, se incluye cro­
quis del solar y de las edificaciones. Es­
tas declaraciones con su contenido se 
trasladan a unas fichas que son los do­
cumentos d e manejo ordinario de la 
ofi cina. 

Por lo que respecta a la cartografía, 
ésta puede ser recogida en dos grupos: 

La escala l : 10.000, en la que se reco­
gen un mero trazado de calles, con in­
dicación de las manzanas numeradas y 
la escala 1: 2.500, planos parcelarios del 
año 1981, con descripción de linderos 
de fincas, de mayor calidad técnica y 
que se refieren únicamente a las zonas 
de Piantini, Naco y Gazcue, que no su­
pone siquiera un 13% de la superficie 
urbana, aproximadamente. 

Por tanto cabe concluir que no exis­
te realmente una cartografía mínima 
para atender las competencias que le 
son propias. 
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Dirección General de Mensura 
Catastral 

De acuerdo con el Sistema Torrens, 
se puede considerar a esta Dirección 
General como la Oficina Técnica del 
Tribunal de Tierras, pues es aquí donde 
se deslindan las propiedades de forma 
gráfica, previamente a su inscripción en 
el Registro de Tí rulos. Este deslinde grá­
fico contiene los datos de suelo necesa­
rios para su identificación. 

El mencionado sistema se viene rea­
lizando desde principios de los años 
veinte, pues fueron las tropas interven­
toras norteamericanas quienes lo im­
plantaron, comenzando el denominado 
«Saneamiento» por medio de una men­
sura catastral masiva de forma sistemá­
tica y homogé nea, confeccionando 
unos planos por manzanas a escalas 
comprend idas entre 1: 200 y 1: 500 y 
sus correspondientes fichas de solares 
independientes. 

Esta labor fue continuada en la épo­
ca de Trujillo y hasta finales de los años 
50 aproximadamente, a partir de en­
tonces se viene realizando una «conser­
vación» que se describirá posterior­
mente. 

Se entienden como «saneados» los 
terrenos a los que ya se les ha efecruado 
la determinación y deslinde de la pro­
piedad, siguiendo el mencionado Siste­
ma Torrens, y en la actualidad se puede 
considerar que aproximadamente el 
85% de los terrenos de todo el país se 
encuentran saneados, mientras que el 
resto se encuentra todavía sin tírulo, se­
gún sus propias manifestaciones. 

De los trabajos de mensura realiza­
dos entre los años 20 y 50 de una forma 
generalizada, existe diversa informa­
ción cartográfica. Algunos planos, que 
se refieren a manzanas parecen haber 
sido obtenidos por medios taquimétri­
cos, al menos para la configuración de 
dichas manzanas. No existe una carto­
grafía de escala intermedia entre estos 
planos y el general a escala 1: 10.000 en 
el que queda reflejado los trazados de 
calles y manzanas de forma general en 
toda la ciudad. De cada plano por man-

zana se deduce la «Ficha de solar» que 
contienen la siguiente información: 

límites de la finca acotada, datos de 
linderos, superficie de suelo y propieta­
rios y fechas de la resolución. 

Estas fichas son las que acreditan el 
deslinde y son necesarias para la obten­
ción definitiva del tirulo de propiedad. 

Del procedimiento descrito parece 
deducirse que debe existir una infor­
mación gráfica que refleje la situación 
legal registra! de las propiedades, aun­
que debería existir una muestra similar 
a la descrita en todo el territorio y per­
manentemente acrualizada. 

Es difícil precisar los porcentajes y 
situaciones gráficas en la ciudad de San­
to Domingo. De las comprobaciones 
efectuadas en diversos organismos, po­
dría deducirse, que la documentación 
realizada en la fase de saneamiento 
(1920-1950) ofrece buena calidad y 
precisión en los datos de suelo y deslin­
des de propiedades, perdiendo esa pre­
cisión en los datos relativos a las cons­
trucciones, cosa lógica pues el dato que 
sirve para la inscripción y obtención 
del título es únicamente el del suelo. 

Ahora bien, los datos se encuentran 
desactualizados, no sólo por las nuevas 
construcciones o ampliaciones realiza­
das, sino también por las variaciones en 
los deslindes e incluso por las nuevas 
alineaciones de calles o transformación 
de manzanas. También los datos de ti­
tulares se encuentran desacrualizados, 
al seguir figurando en los planos los pri­
meros titulares y reclamantes de la épo­
ca del saneamiento. 

Esta situación junto con la proble­
mática existente de las ocupaciones ile­
gales, ocasiona un grave problema de 
cara a acometer un nuevo Catastro, si se 
pretende que éste tenga validez dentro 
del Sistema Torrens-Mensura Catastral, 
pues no sólo supone encontrarse con 
unos datos desacrualizados, por lo que 
habría que acometer una nueva realiza­
ción de cartografía y fichas, sino que 
ello conlleva un desfase en la informa­
ción jurídica de las propiedades, pues 
los datos legales seguirán siendo los que 

figuren en Mensura Catastral, produ­
ciéndose siruaciones discordantes en­
tre la realidad y la legalidad. 

Dirección General de Planeamiento 
y Catastro Municipal 

El Catastro Municipal se encuentra 
bajo la dirección de la Dirección Gene­
ral de Planeamiento Urbano. Este Ca­
tastro está concebido para contener los 
datos de propiedad municipal. Del mis­
mo modo que el Estado, el Ayunta­
miento posee suelo, aunque no en tan­
ta cantidad, el cual en su gran mayoría 
se encuentra ocupado ilícitamente. 

El inventario que posee recopila da­
tos de los terrenos cedidos para zonas 
verdes, consecuencia de las nuevas ur­
banizaciones que se van produciendo. 

Normativa urbanística y obtención 
de licencias de construcción 

En la actualidad, y para la ciudad de 
Santo Domingo, se están realizando los 
estudios y trabajos necesarios para la 
confección del Plan regulador. Dichos 
trabajos, que los realiza la Cooperación 
italiana, tiene prevista su finalización en 
aproximadamente dos años y su reali­
zación se hace muy necesaria, ya que la 
ciudad padece de un crecimiento de­
sordenado, aunque en sustitución al 
mencionado Plan regulador, la DG de 
Planeamiento Urbano acrualmente dis­
pone de una zonificación por sectores 
en la que se regula de forma poco deta­
llada las condiciones edificatorias para 
las zonas más conflictivas de la ciudad, 
entendiendo por conflictivas a las zonas 
más caras, por lo que se pretende au­
mentar en lo posible la ocupación y nú­
mero de plantas que el Ayuntamiento 
pretende otorgar. Pues aunque la ciu­
dad ha tenido un crecimiento horizon­
tal, con escasa ocupación y un número 
de plantas poco elevado, últimamente 
están incrementándose las promocio­
nes en bloques de alrura. 

Los trámites necesarios para la ob­
tención de las licencias de construcción 
son los siguientes: 

• En el Ayuntamiento. 
l. 0 Solicitud de uso del suelo a la 



DG de Planeamiemo del Ayuntamiento. 
Este comestará accediendo o denegan­
do el uso solicitado. 

2. 0 Solicitud de no objeción al ante­
proyecto que, presentado ante la misma 
Dirección General, vendrá redactado 
por el técnico colegiado competente, 
arquitecto o ingeniero, y contendrá to­
dos los componentes normales que ne­
cesita un proyecto total, exceptuando las 
instalaciones, estructura, servicios, etc., 
es decir se analizan las condiciones ur­
banísticas y arquitectónicas. la respues­
ta es competencia del Ayuntamiento. 

3. 0 Presentación del Proyecto defi­
nitivo, al que se le incluye la informa­
ción total, se revisa por los técnicos mu­
nicipales y se realiza la valoración a 
efectos del pago del impuesto sobre so­
lares baldíos. 

la mencionada valoración la realizan 
técnicos municipales y siguen para ella 
las tablas de Valores Unitarios del De­
creto de 10 de agosto de 1988, elabora­
do por la Dirección General del Catas­
tro Nacional. 

En esta fase se paga un 5% del mis­
mo valor en urbanizaciones sin legali­
zar, y unas tasas por servicios, depen­
diendo del uso. 

• En la Secretaría de Estado de 
Obras Públicas. Tramitación de planos. 

En esta Secretaría de Estado se dis­
tinguen las siguientes fases: 

l. 0 Presentación del Proyecto defi­
nitivo con el visto bueno del Ayunta­
miento, acompañado del plano de Men­
sura Catastral y del título de propiedad, 
y previo pago de las tasas correspon­
dientes. 

2. 0 Revisión técnica consistente en 
dos análisis: 

a) Comprobación de la estructura, 
de las instalaciones y de los aspectos sa­
nitarios y que determinen la habitabili­
dad. Existen, o se encuentran en elabo­
ración unos boletines de condiciones o 
reglamentos que regulan las estructu­
ras, instalaciones eléctricas, sanitarias, 
espacios mínimos, instalaciones contra 
incendios y condicionantes para mi­
nusválidos. 

b) Comprobación de aspectos ur­
banísticos y legales. 

3. 0 Tasación del valor de la cons­
trucción, tanto en obra nueva como en 
reformas o ampliaciones. 

Los proyectos presentados no inclu­
yen, en la mayoría de los casos, un pre­
supuesto detallado, ni unas mediciones 
de obra. La tasación del coste de la 
construcción la realizan siguiendo unas 
tablas por ellos redactadas que intentan 
reflejar la realidad. 

4. 0 Pago de impuestos y tasas. 
En resumen, estos son: 
a) Impuesto municipal sobre la 

construcción. 
b) Sello de rentas internas. 
c) Pago al Colegio Oficial Dominica­

no de Arquitectos e Ingenieros (CO­
DIA). 

5. ° Concesión de la licencia de 
obras. Una vez comenzada la obra se re­
alizan unas inspecciones y controles 
parciales tanto de aspectos urbanísticos 
como técnicos, pero solamente en el ca­
so de solicitud del interesado, que sue­
le tener necesidad de las mismas como 
justificantes de pago de certificaciones, 
en caso de estar financiado por una en­
tidad bancaria. 

Para todo el territorio nacional exis­
ten dos zonas, la zona Central y Santo 
Domingo con potestad de revisar la to­
talidad del territorio y la zona noroes­
te, ubicada en Santiago de los Caballe­
ros. 

Todo este procedimiento no se cum­
ple de una manera rigurosa ya que exis­
ten numerosas actuaciones ilegales. 

Hay que tener en cuenta que las ocu­
paciones en suelo público son muy nu­
merosas, y éstas no pueden tener licen­
cia, ni ser legalizadas a no ser que se re­
alice la compra del suelo al Estado o 
Ayuntamiento. 

En el Ayuntamiento existe un cuerpo 
de inspectores, que tiene como misión 
detectar las obras sin licencia. la actua­
ción municipal puede llegar a la legali­
zación de las obras, o incluso a su de­
molición. 

El Catastro de Bienes Nacionales 
Es de destacar una vez más la gran 

cantidad de propiedades pertenecien­
tes al Estado. Estimaciones aproxima­
das indican que el Estado es propietario 
de más del 50% del suelo total. El Esta­
do ha incrementado también su patri­
monio a través de expropiaciones. 

Un problema importante a destacar 
es el de las ocupaciones en suelo estatal. 
la situación para el Distrito Nacional se 
puede encontrar de una de las siguien­
tes maneras: 

• Con ocupación ilegal, el título de 
propiedad del suelo seguirá a nombre 
del Estado. 

• Legalizada, tras el pago al Estado 
del valor del suelo ocupado, pudiendo 
el particular obtener el título. 

• En trámite de expropiación, con 
lo que los titulares seguirán figurando 
como los expropiados. 

El análisis de la situación lleva a la 
consideración de que el Estado, como 
máximo propietario y administrador 
de propiedades inmobiliarias del país, 
debe ser también el más interesado en 
actualizar el Catastro, y conocer cuáles, 
dónde y cómo se encuentran los mis­
mos. 

Instituto Cartográfico Militar 
El Instituto Cartográfico Militar es un 

organismo dependiente de la Secretaría 
de Estado de las Fuerzas Armadas y en 
la actualidad es el responsable de la rea­
lización y actualización de todos los 
mapas nacionales. 

la cartografía nacional consta esen­
cialmente de las siguientes prioridades: 

124 mapas topográficos a escala 
1 :50.000, 30 planos de ciudades a esca­
la 1: 10.000, 5 mapas hemisféricos a es­
cala l :250.000, 1 mapa político a escala 
1 :500.000, así como un número aún no 
determinado de canas náuticas de 
aproximación. 

De estas prioridades, en la actualidad 
ya han sido impresas 21 hojas topográ­
ficas a escala 1:50.000 y 7 se encuen­
tran en los procesos finales. Asimismo, 
ya se han elaborado trece mapas topo-
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gráficos de provincias y el mapa político 
a escala 1:500.000 está en fase de reali­
zación. 

De los diferentes Departamentos que 
estructuran el organigrama del Institu­
to, se destaca el Departamento de Pro­
ducción, del que dependen entre otras 
las siguientes Divisiones: 

• División de Geodesia, encargada 
del establecimiento y mantenimiento 
de las redes nacionales de control geo­
désico en tierra; disponen de un perso­
nal total compuesto por 22 miembros y 
de un equipo actual , que necesitaría 
una modernización, así como una am­
pliación en vehículos de campo. 

• División de Reproducción, encar­
gada del copiado y ampliaciones de ne­
gativos y fotos. Actualmente disponen 
de información, de interés para el pro­
yecto de Catastro que se pretende, co­
mo son 2 rollos del proyecto Santo Do­
mingo a escala 1: 10.000, realizado en el 
año 1989 y 11 rollos de Proyecto de Ca­
tastro de Acueductos 1: 2.500, realizada 
en los años 1976-77. 

• División de Fotogrametría, encar­
gada de la realización de trabajos de le­
vantamiento fotogramétrico, planime­
tría y alcimerría, planeamiento para 
vuelos y control de calidad. Entre los 
proyectos a realizar se encuentran entre 
otros, la actualización del mapa urbano 
ciudad de Santo Domingo (V Centena­
rio), y el vuelo fotográfico nacional a es­
cala 1: 20.000. Esta División dispone de 
personal total compuesto por 18 miem­
bros y de un equipo que incluye 7 res­
tituidores. Las mayores necesidades se 
centran en La modernización de los 
equipos, vehículos para el campo y 
planta eléctrica de emergencia. • 

Femando Aragón 
Gerente Territorial de Madrid Capital 

Ignacio Durán Boo 
Consejero Técnico 
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